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RESUMEN: 

Este escrito estudia las normas promulgadas en España con la finalidad de dar
cumplimiento en nuestro país a las Directrices de la Unión Europea sobre política de
empleo, correspondientes al período 2005-2008. En lo esencial, se trata de las Leyes
ordinarias 39/2006, 43/2006 y 20/2007, y de la Ley Orgánica 3/2007, para la igualdad
efectiva de mujeres y hombres. El cumplimiento de las Directrices en cuestión se ana-
liza tomando como punto de referencia la Recomendación del Consejo de 27 marzo
2007, relativa a la actualización de las orientaciones generales de política económica
2007 de los Estados miembros y de la Comunidad y sobre la ejecución de las políticas
de empleo de los Estados miembros.
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ABSTRACT: 

This paper studies the norms enacted in Spain with the purpose of implementing
in our country the Directives of the European Union on employment policy, corre-
sponding to the period 2005-2008. In the most essential, these norms are the Ordinary
Acts 39/2006, 43/2006 and 20/2007, and the Organic Act 3/2007, about the effective
equality of women and men. The implementation of the above cited Directives is ana-
lyzed having in mind the Recommendation of the Council of 27 March 2007, relating
to the actualization of the general orientations on economic policy of the member States
and the Community and to the implementation of the employment policies of the mem-
ber States.
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Mercado de trabajo y protección social. Su consideración desde la 
perspectiva del Derecho de la Unión Europea y de las principales 

reformas legislativas operadas en España, en el bienio 2006-2007*

Sumario: I. Planteamiento.- II. Mercado de trabajo y protección social en el Real
Decreto-Ley 5/2006 (y también, en la Ley 43/2006), para la mejora del crecimiento y
del empleo. III. Mercado de trabajo y protección social en la Ley 39/2006, de promo-
ción de la autonomía personal y atención a las personas en situación de dependencia.-
IV. Mercado de trabajo y protección social en la Ley orgánica 3/2007, para la igualdad
efectiva de mujeres y hombres.- V. Mercado de trabajo y protección social en la Ley
20/2007, del estatuto del trabajador autónomo.

I. PLANTEAMIENTO

1. Evidentemente, la regulación del «mercado de trabajo» no puede identificarse
sin más con todo el Derecho del Trabajo, aunque apunte al núcleo esencial del mismo,
pues el resultado feliz del encuentro entre la oferta y la demanda de puestos de trabajo
—que se supone que tiene que tener lugar precisamente en el mercado homónimo1—
implica que existan trabajadores, los cuales son sin discusión los sujetos alrededor de
los cuales gira el conjunto de instituciones que convencionalmente conocemos con el
nombre de Derecho del Trabajo. Y esta misma esencialidad cabe predicarla, también, de
la «protección social» respecto del Derecho de la Seguridad Social, puesto que las pres-
taciones de Seguridad Social —a las que directamente apunta la expresión «protección
social»— constituyen, a su vez, el núcleo duro y la razón de ser de todo el Derecho de
la Seguridad Social, en España y fuera de España2. Pues bien, sobre esta base, parece
indudable que en el último bienio —período que cuento desde la celebración de las XII
Jornadas Luso Hispano-Brasileñas de Derecho del Trabajo, en octubre de 2005, en la
Universidad de A Coruña, a la que pertenezco3— las normas positivas españolas que
con seguridad más impacto han tenido —simultáneamente— hasta el día en que esto
escribo, tanto sobre el «mercado de trabajo» como sobre la «protección social», son las
cuatro que a continuación paso a mencionar4.
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* Ponencia nacional española aportada a las XIII Jornadas Luso-Hispano-Brasileñas de Derecho del
Trabajo, celebradas en la Universidad Católica de Porto (Portugal) los días 23 y 24 noviembre 2007, y rea-
lizada con la cobertura económica del proyecto de investigación SEJ2007-67443/JURI, cofinanciado por el
Ministerio de Educación y Ciencia —Dirección General de Investigación— Subdirección General de
Proyectos de Investigación (convocatoria publicada por Resolución de 29 septiembre 2006 [BOE de 11 octu-
bre 2006]) y el FEDER.

1 Para una crítica de toda esta terminología economicista, aunque no quede más remedio que aceptar-
la, véase J. MARTÍNEZ GIRÓN, A. ARUFE VARELA y X.M. CARRIL VÁZQUEZ, Derecho del Trabajo,
2ª ed., Netbiblo (A Coruña, 2006), págs. 38-39 y 107.

2 Al respecto, véase J. MARTÍNEZ GIRÓN, A. ARUFE VARELA y X.M. CARRIL VÁZQUEZ,
Derecho de la Seguridad Social, Netbiblo (A Coruña, 2005), pág. 27.

3 Sobre ellas, véase Actas de las XII Jornadas Luso-Hispano-Brasileñas de Derecho del Trabajo,
Netbiblo (A Coruña, 2007).

4 Prescindo del análisis —por no tratarse todavía de Derecho positivo vigente— de la profunda refor-
ma que se avecina de nuestra Ley General de la Seguridad Social, actualmente en fase de tramitación en el
Senado. Sobre ella, véase Boletín Oficial de las Cortes Generales. Senado, VIII Legislatura, Serie II:
Proyectos de Ley, 24 septiembre 2007, Núm. 118(a).
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2. La primera es el Real Decreto-ley 5/2006, de 9 junio, para la mejora del cre-
cimiento y el empleo, que trae causa del acuerdo social tripartito homónimo, firmado
por el Gobierno español y los interlocutores sociales más representativos a nivel estatal
el propio año 2006. Fue una norma de vigencia efímera, pero manifiesta y clamorosa-
mente impactante sobre el «mercado de trabajo» español —en menor medida, como
luego se verá, sobre el ámbito de la «protección social»5—, puesto que se transformó —
previa su tramitación parlamentaria como proyecto de ley, en las Cortes Generales— en
la actualmente vigente y asimismo homónima Ley 43/2006, de 29 diciembre, lo que
explica que tenga que referirme materialmente en esta ponencia a sólo cuatro normas
legales, aun cuando formalmente sean cinco. La segunda es la Ley 39/2006, de 15
diciembre, de promoción de la autonomía personal y atención a las personas en situa-
ción de dependencia, que es una ley pura de Seguridad Social —y por tanto, de «pro-
tección social»—, aunque impacte frontalmente sobre el «mercado de trabajo», al pre-
tender explotar lo que todos consideramos que es en España, en la actualidad, un ver-
dadero yacimiento casi virgen de empleo6. La tercera, la Ley Orgánica 3/2007, de 22
marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, que pretende impactar frontal-
mente sobre un universo de mundos —entre los que se incluye, como se verá, también
el mundo «laboral»—, provocando como consecuencia que también quede impactado,
aunque en menor medida, el mundo de la «protección social»7. Y la cuarta y última, la
Ley 20/2007, de 11 julio, del Estatuto del Trabajador Autónomo, que de propósito quie-
re operar un impacto de intensidad similar, tanto sobre el «mercado de trabajo» como
sobre la «protección social», y del que los laboralistas hablan mucho en España últi-
mamente, aunque sólo sea por causa de la revolución procesal que ha provocado, al
imponer la competencia de los tribunales laborales españoles para conocer de los plei-
tos «laborales» suscitados por el que dicha Ley denomina «trabajador autónomo eco-
nómicamente dependiente», en los términos que luego se verán8.

3. Me parece importante dejar apuntado, además, que en los cuatro casos se trata
de Leyes cuya promulgación ha sido propiciada, en parte, por el Derecho de la Unión
Europea. Más en concreto —en cuanto que común denominador europeo de las cuatro
Leyes españolas en cuestión—, por la Decisión del Consejo (2005/600/CE), de 12 julio
2005, relativa a las Directrices para las políticas de empleo de los Estados miembros
correspondientes a los años 2005-20089, expresamente mantenidas para el corriente año
200710. En efecto, el Real Decreto-ley 5/1996 (y por tanto, la Ley 43/2006) se ligan
implícitamente a la Directriz núm. 21, sobre necesidad de «promover la flexibilidad
combinada con la seguridad del empleo». La Ley 39/2006 —recuérdese, sobre la pro-
tección de las situaciones de dependencia— parece ser la respuesta a la Directriz núme-
ro 18, relativa a «promover un enfoque del trabajo basado en el ciclo de vida median-
te... la provisión de servicios accesibles y asequibles de asistencia infantil y cuidado de
otras personas dependientes»; y también, a la Directriz núm. 19, allí donde se refiere al
«desarrollo de nuevas fuentes de empleo en los servicios a los individuos y a las empre-
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5 Al respecto, véase infra, II.
6 Al respecto, véase infra, III.
7 Al respecto, véase infra, IV.
8 Infra, V.
9 Diario Oficial núm. L 205, de 6 agosto 2005, págs. 21-27. 
10 Véase Decisión del Consejo (2007/491/CE), de 10 julio 2007 (Diario Oficial núm. L 183, de 13

julio 2007, págs. 25-26), artículo 1. Sobre la crucialidad de estas Directrices en el contexto de la política
sobre «Empleo» de la Unión Europea, véase J. MARTÍNEZ GIRÓN y A. ARUFE VARELA, Fundamentos
de Derecho comunitario y comparado, europeo y norteamericano, del Trabajo y de la Seguridad Social,
Netbiblo (A Coruña, 2007), pág. 52.
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sas, en particular en el ámbito local»11. Por su parte, la Ley Orgánica 3/2007 —recuér-
dese, sobre igualdad efectiva de mujeres y hombres— da cumplimiento a la Directriz
número 17, entre otras, allí donde afirma que «se ha de prestar especial atención a abor-
dar las diferencias que persisten entre hombres y mujeres en materia de empleo»12. En
fin, el Título V (rotulado «Fomento y promoción del trabajo autónomo») de la Ley
20/2007, y en especial su objetivo de «promover el espíritu y la cultura emprendedo-
ra»13, viene a corresponderse con la Directriz número 23 —cuando impone el objetivo
de «ampliar y mejorar la inversión en capital humano mediante... acciones de educación
y formación inclusivas que faciliten de manera significativa... la formación en el espí-
ritu empresarial»—, aparte el dato de que todo el contenido de esta Ley facilite de algún
modo —como también pretende la Directriz núm. 21— «las transiciones en materia de
categoría profesional», incluida —entre otras— «la actividad profesional autónoma»14.
Y dado que una cosa es pretender cumplir y otra distinta llegar a hacerlo efectivamen-
te, utilizaremos como elemento de valoración y contraste, en lo que se refiere a España
—aunque sólo cubra parcialmente este año 2007—, la Recomendación del Consejo de
27 marzo 2007, relativa a la actualización de las orientaciones generales de política eco-
nómica 2007 de los Estados miembros y de la Comunidad y sobre la ejecución de las
políticas de empleo de los Estados miembros15. 

II. MERCADO DE TRABAJO Y PROTECCIÓN SOCIAL EN EL
REAL DECRETO-LEY 5/2006 (Y TAMBIÉN, EN LA LEY 43/2006),
PARA LA MEJORA DEL CRECIMIENTO Y DEL EMPLEO

4. Como es sabido, la Unión Europea parece empecinada en imponer a los
Estados miembros —como si fuese una especie de panacea para todos los males de la
política social— el tema de la «flexiguridad», afirmando al respecto entusiásticamente
la propia Unión —sobre la base, según ella, de que «en la actualidad es ampliamente
reconocido que es necesario modernizar los mercados laborales europeos para adaptar-
los a los cambios derivados del aumento de la competencia mundial, el envejecimiento
de la población y la elección del estilo de vida»16— que «el concepto de flexiguridad es
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11 La exposición de motivos de la norma española menciona expresamente el ordenamiento comuni-
tario, aunque no las Directrices, en los siguientes términos: «El reconocimiento de los derechos de las per-
sonas en situación de dependencia ha sido puesto de relieve por numerosos documentos y decisiones de
organizaciones internacionales, como la Organización Mundial de la Salud, el Consejo de Europa y la Unión
Europea. En 2002, bajo la presidencia española, la Unión Europea decidió tres criterios que debían regir las
políticas de dependencia de los Estados miembros: universalidad, alta calidad y sostenibilidad en el tiempo
de los sistemas que se implanten» (apartado 1, párrafo tercero).

12 Acerca del fundamento formal directo de esta norma en el Derecho comunitario, véase infra, núm. 10.
13 Artículo 27.2.d).
14 En relación con el Derecho comunitario, lo que menciona expresamente el «preámbulo» de esta

norma es lo siguiente: «La Unión Europea, por su parte, ha tratado el trabajo autónomo en instrumentos nor-
mativos tales como la Directiva 86/613/CEE del Consejo, de 11 de diciembre de 1986, relativa a la aplica-
ción del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres que ejerzan una actividad autónoma, inclui-
das las actividades agrícolas, así como sobre la protección de la maternidad, que da una definición de tra-
bajador autónomo en su artículo 2.a), o en la Recomendación del Consejo de 18 de febrero de 2003 relati-
va a la mejora de la protección de la salud y la seguridad en el trabajo de los trabajadores autónomos» (apar-
tado I, párrafo 5º).

15 Diario Oficial núm. L 92, de 3 abril 2007, págs. 23-42.
16 Véase Comunicación de la Comisión de las Comunidades Europeas al Consejo Europeo de

Primavera, fechada en Bruselas el 12 diciembre 2006, sobre ejecución de la estrategia de Lisboa renovada
para el crecimiento y el empleo [COM (2006) 816 final], Parte I, apartado 2.3, inciso primero.
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uno de los métodos más prometedores para conseguirlo»17, que «en vez de proteger los
puestos de trabajo, el objetivo es proteger al trabajador, ayudarle a hacer frente a cam-
bios rápidos para así tener seguridad en el empleo»18; además, que «este concepto ya se
ha aplicado en algunos Estados miembros, donde se ha demostrado que funciona»19, y
por último, que «el reto es utilizar esta base como trampolín [sic]»20. Pues bien, a esta
latosa insistencia comunitaria parece responder la promulgación de la Ley 43/2006
(antes, también, la del Real Decreto-ley 5/2006), en cuya exposición de motivos se afir-
ma que la aplicación de la misma «supondrá un avance hacia los objetivos de reducir
progresivamente la tasa de temporalidad, preservar e impulsar la creación de empleo,
afianzar la seguridad y los derechos de los trabajadores y no reducir la flexibilidad
necesaria para el funcionamiento de las empresas»21. Se trata, sin embargo, de una afir-
mación que sólo pretende cubrir apariencias, puesto que el objetivo primordial de la Ley
en cuestión es el de poner fin al carácter coyuntural que venía teniendo en España la
política estatal de incentivos a los empresarios para la creación de nuevos empleos.

5. En efecto, frente al tradicional carácter coyuntural de la política estatal espa-
ñola de fomento del empleo —coyunturalidad provocada por el hecho de formalizarse
en programas de vigencia sólo anual, incluidos en el articulado de la Ley de
Presupuestos Generales del Estado del año correspondiente22—, a partir de la promul-
gación del Real Decreto-ley 5/2006 (y por tanto, de la Ley 43/2006), en cambio, dicha
política ha pasado a tener un carácter claramente estructural. Hoy la política en cuestión
se encuentra formalizada en el Capítulo I de la Ley 43/2006 (bajo el rótulo «Medidas
de impulso de la contratación indefinida») —que es el Capítulo medular de la propia
Ley—, orientado sobre todo a incentivar la contratación de trabajadores fijos mediante
la concesión al empresario de bonificaciones en sus cuotas de seguridad social, consis-
tentes —como regla— en cantidades alzadas (frente a los tradicionales porcentajes)
durante los cuatro primeros años de vigencia del contrato estipulado23. La estructurali-
dad de la norma (y por tanto, su vigencia indefinida o sine die, en principio) queda, sin
embargo, relativizada por el dato de poder modificar el Gobierno en cualquier momen-
to —previa consulta a los interlocutores sociales más representativos— el Capítulo I en
cuestión, afirmándose al respecto en la misma que «con el fin de profundizar en la con-
secución de los objetivos a que responde esta Ley, se autoriza al Gobierno para que, en
función de la evolución que experimente el empleo..., pueda introducir, previa consul-
ta a las organizaciones sindicales y empresariales más representativas, modificaciones
en el Programa de Fomento de Empleo que se regula en el mismo, tanto en lo que se
refiere a los colectivos beneficiarios como a los incentivos aplicables y a las condicio-
nes exigidas para su aplicación»24.
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17 Ibidem, inciso segundo.
18 Ibidem, inciso tercero.
19 Ibidem, inciso cuarto.
20 Ibidem, inciso quinto.
21 Apartado VI, párrafo tercero. Aludiendo a su origen pactado con los interlocutores sociales, la pro-

pia exposición de motivos de la norma afirma, además, lo siguiente: «El diálogo social sobre mercado de
trabajo se inició encomendando a una comisión de expertos la realización de un informe para evaluar el fun-
cionamiento de las políticas de empleo desde las reformas laborales acometidas en el período 1992-1994
hasta la actualidad. La comisión de expertos hizo entrega de su informe, “Más y mejor empleo en un nuevo
escenario socioeconómico: por una flexibilidad y seguridad laborales efectivas”, en enero de 2005» (apar-
tado III, párrafo primero).

22 Véase J. MARTÍNEZ GIRÓN, A. ARUFE VARELA y X.M. CARRIL VÁZQUEZ, Derecho del
Trabajo, 2ª ed., cit., págs. 177-178.

23 Al respecto, clarificador, véase el cuadro contenido en el Anexo de la propia Ley.
24 Disposición final segunda, apartado 1, inciso primero.
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6. Como se ve, nada de esto tiene que ver con la «flexiguridad» preconizada
por las instituciones de la Unión Europea. Y lo mismo cabe afirmar de los otros dos
Capítulos de la propia Ley, respectivamente relativos a la «Modificación de la legis-
lación laboral para mejorar la utilización de la contratación temporal, las prestaciones
del Fondo de Garantía Salarial y la transparencia en la subcontratación de obras y ser-
vicios y su delimitación respecto de la cesión ilegal de trabajadores» (rótulo de su
Capítulo II), y a la «Mejora de la protección por desempleo de colectivos específicos»
(rótulo de su Capítulo III), cuyos contenidos acreditan que esta Ley 43/2006 resulta
ser, ante todo, una norma reguladora del «mercado de trabajo» y sólo secundaria-
mente una verdadera norma de «protección social» (en el sentido que dimos antes a
esta última expresión). Lo acusa, como es lógico, la citada Recomendación del
Consejo de 27 marzo 2007, al recomendar específicamente a España —insistiendo
sobre la «flexiguridad»— que «modernice la protección del empleo, basándose en las
medidas recientes y recurriendo a una legislación que estimule la flexibilidad y la
seguridad en el mercado laboral»25. 

III. MERCADO DE TRABAJO Y PROTECCIÓN SOCIAL EN LA
LEY 39/2006, DE PROMOCIÓN DE LA AUTONOMÍA PERSONAL Y
ATENCIÓN A LAS PERSONAS EN SITUACIÓN DE DEPENDENCIA

7. Siempre en España, el envejecimiento sistemático y progresivo de la pobla-
ción —propiciado directamente, en lo esencial, por un incremento espectacular del índi-
ce de esperanza de vida— ha acabado convirtiéndose en un verdadero problema social.
Al respecto, la exposición de motivos de la Ley 39/2006 —segunda norma a conside-
rar, recuérdese— no deja margen ninguno a la duda, al indicar que «los cambios demo-
gráficos y sociales están produciendo un incremento progresivo de la población en
situación de dependencia»26, visto «el importante crecimiento de la población de más de
65 años, que se ha duplicado en los últimos 30 años, para pasar de 3,3 millones de per-
sonas en 1970 (un 9,7 por 100 de la población total) a más de 6,6 millones en 2000 (16,6

25 Cfr. en su Anexo, el apartado relativo a «España», número 4, guión segundo. Mucho más explíci-
tamente, la citada Comunicación de la Comisión de las Comunidades Europeas al Consejo Europeo de
Primavera, fechada en Bruselas el 12 diciembre 2006, sobre ejecución de la estrategia de Lisboa renovada
para el crecimiento y el empleo, en el Anexo de su Parte II, afirma todo lo siguiente: «Una mayor flexibili-
dad de los contratos indefinidos contribuiría a una reestructuración del mercado laboral más suave. La prin-
cipal medida contenida en el Informe [español] de Ejecución es el Acuerdo para la mejora del crecimiento
y el empleo, firmado en 2006 por el gobierno y los agentes sociales. Este Acuerdo introduce medidas para
promover los contratos indefinidos mediante un nuevo sistema de bonificaciones y la posibilidad, hasta fina-
les de 2007, de transformar los contratos de duración determinada por contratos permanentes, con una
indemnización por rescisión de contrato inferior a la que se aplica habitualmente a los contratos permanen-
tes. Aunque sea un paso en la dirección adecuada, no se incluye al sector público, en donde están aumen-
tando los contratos de duración determinada. No se ocupa de la reducción de la jornada, establece límites a
la aplicación de algunas medidas y sólo introduce cambios a corto plazo en la legislación en materia de pro-
tección al empleo. Este Acuerdo tendrá un efecto positivo a corto plazo, pero las perspectivas a medio plazo
no están muy claras. El Acuerdo para la mejora del crecimiento y el empleo prevé que el gobierno garanti-
ce que todas las personas desempleadas recibirán formación o una oferta de empleo durante los seis prime-
ros meses, pero el Informe de Ejecución no presenta ninguna medida concreta al respecto. El Acuerdo inclu-
ye un plan de acción para modernizar los servicios públicos de empleo que resulta especialmente oportuno
ya que la proporción de contratos que gestionan estos servicios parece estar disminuyendo. A pesar de los
esfuerzos para legalizar el trabajo no declarado de los inmigrantes a través de una amnistía y de un proceso
de regularización especial, parece que están surgiendo nuevas dificultades relativas a la regulación de los
actuales flujos migratorios y a la integración de los inmigrantes» (apartado 17).

26 Párrafo 5º, inciso primero.
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27 Ibidem, inciso segundo.
28 Ibidem, inciso tercero.
29 Sobre el tema, véase J. MARTÍNEZ GIRÓN, A. ARUFE VARELA y X.M. CARRIL VÁZQUEZ,

Derecho de la Seguridad Social, cit., págs. 280 ss.
30 Éste es precisamente el rótulo del Título I de la propia Ley.
31 Sobre los «titulares de derechos» al respecto, véase artículo 5 de la Ley 39/2006.
32 Artículo 2.2 de la Ley 39/2006.
33 Acerca del cronograma de «aplicación progresiva» de la Ley 39/2006, véase su disposición final

primera.
34 Al respecto, véase J. MARTÍNEZ GIRÓN, A. ARUFE VARELA y X.M. CARRIL VÁZQUEZ,

Derecho de la Seguridad Social, cit., págs. 280-281.
35 Acerca del «catálogo de servicios», véase artículo 15 de la Ley 39/2006.
36 Sobre este «nivel mínimo» —y sobre el «segundo nivel de protección», a materializarse «median-

te los correspondientes Convenios entre la Administración General del Estado y cada una de las
Comunidades Autónomas», y el tercer nivel o «nivel adicional de protección que pueda establecer cada
Comunidad Autónoma»—, véase artículo 26.2 de la Ley 39/2006.

por 100)»27, a todo lo cual —prosigue— «hay que añadir el fenómeno demográfico
denominado “envejecimiento del envejecimiento”, es decir, el aumento del colectivo de
población con edad superior a 80 años, que se ha duplicado en sólo veinte años»28. De
ahí la necesidad de una reforma urgente de nuestro sistema de Seguridad Social —ope-
rada por esta Ley—, orientada al reforzamiento del subsistema estatal español de servi-
cios sociales —raquítico, tal y como aparecía regulado en la vigente Ley General espa-
ñola de la Seguridad Social29—, que ha precipitado en la creación del denominado
«Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia»30 o, en acrónimo, SAAD.

8. En consecuencia, esta Ley 39/2006 resulta ser una Ley pura de Seguridad
Social —aunque su contenido vague fuera del articulado de la Ley General de la
Seguridad Social—, cuyas líneas maestras esenciales pueden reconducirse a tres: 1) la
creación de una nueva contingencia o situación protegida —a añadir a las clásicas deri-
vadas tanto de riesgos profesionales como de riesgos comunes—, denominada «situa-
ción de dependencia»31, entendiéndose legalmente por tal «el estado de carácter per-
manente en que se encuentran las personas que, por razones derivadas de la edad, la
enfermedad o la discapacidad, y ligadas a la falta o a la pérdida de autonomía física,
mental, intelectual o sensorial, precisan de la atención de otra u otras personas o ayu-
das importantes para realizar actividades básicas de la vida diaria o, en el caso de per-
sonas con discapacidad intelectual o enfermedad mental, de otros apoyos para su auto-
nomía personal»32; 2) la regulación de las correspondientes «prestaciones de depen-
dencia» —de implantación progresiva hasta el año 201533—, por regla —como resul-
ta usual en materia de servicios sociales34—, de carácter no dinerario (tales como ser-
vicio de ayuda a domicilio, atención a las necesidades del hogar, cuidados personales,
residencia de personas mayores en situación de dependencia, etc.)35; y 3) el compro-
miso del Estado de garantizar un «nivel mínimo» protección —mejorable en cada
Comunidad Autónoma—, idéntico en toda España y financiado con cargo a los presu-
puestos generales del propio Estado36.

9. A pesar de tratarse de una norma pura de «protección social», el impacto de
esta Ley 39/2006 sobre el «mercado de trabajo» también resulta evidente. En efecto, las
nuevas prestaciones de dependencia por ella reguladas precisan de personas prestado-
ras de las mismas, que la Ley denomina «cuidadores», por causa de que su actividad
consiste en la realización bien de «cuidados profesionales», bien de «cuidados no pro-
fesionales» (estos últimos conceptuados por la propia Ley como «la atención prestada
a personas en situación de dependencia en su domicilio, por personas de la familia o de
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37 Artículo 2.5. Según el artículo 2.6, se entiende por «cuidados profesionales» los «prestados por una ins-
titución pública o entidad, con y sin ánimo de lucro, o profesional autónomo entre cuyas finalidades se encuen-
tre la prestación de servicios a personas en situación de dependencia, ya sean en su hogar o en un centro».

38 Uno de los primeros Reglamentos de desarrollo de la Ley ha sido el Real Decreto 615/2007, de 11
mayo, regulando la Seguridad Social de los cuidadores de las personas en situación de dependencia.

39 La citada Comunicación de la Comisión de las Comunidades Europeas al Consejo Europeo de
Primavera, fechada en Bruselas el 12 diciembre 2006, sobre ejecución de la estrategia de Lisboa renovada
para el crecimiento y el empleo, en el Anexo de su Parte II, afirma lo siguiente, aunque en términos no del
todo precisos: «Para enero de 2007 está prevista la presentación de una propuesta de ley para aumentar la
calidad de vida de las personas que necesitan asistencia. Esta propuesta propone crear hasta 300.000 nuevos
empleos en un período de diez años y facilitará el acceso de las mujeres al mercado laboral» (apartado 18,
incisos cuarto y quinto).

40 Éste es precisamente el rótulo del Capítulo II del Título II de la misma. 
41 Artículo 36.1, inciso primero.
42 Ibidem, inciso segundo.
43 Artículo 36.2.
44 Artículo 36.3. Según el artículo 2.8 de la propia Ley, téngase en cuenta que el «tercer sector» com-

prende las «organizaciones de carácter privado surgidas de la iniciativa ciudadana o social, bajo diferentes
modalidades que responden a criterios de solidaridad, con fines de interés general y ausencia de ánimo de
lucro, que impulsan el reconocimiento y el ejercicio de los derechos sociales».

45 Cfr. en su Anexo, el apartado relativo a «España», número 3. A pesar de dicha coetaneidad, la cita-
da Comunicación de la Comisión de las Comunidades Europeas al Consejo Europeo de Primavera, fechada
en Bruselas el 12 diciembre 2006, sobre ejecución de la estrategia de Lisboa renovada para el crecimiento
y el empleo, en el Anexo de su Parte II, afirma que «la Ley sobre la igualdad de sexo prevista es un paso
positivo», pues «se propone reducir las desigualdades entre sexos en el empleo y aumentar la presencia de
las mujeres en los puestos más altos», aunque «no obstante, hay que seguir trabajando para aumentar las pla-
zas de guardería, ámbito en el que los avances han sido modestos» (cfr. su apartado 18, incisos primero,
segundo y tercero).

su entorno, no vinculadas a un servicio de atención profesionalizada»)37. Es claro, en
consecuencia, que esta Ley ha abierto para su explotación un verdadero yacimiento de
empleo «blanco»38 —asunto mirado con buenos ojos, como es lógico, por las institu-
ciones de la Unión Europea39—, cuya relativa novedad explica que en la propia Ley —
respecto de la «formación en materia de dependencia»40— se afirme: 1) que «se aten-
derá a la formación básica y permanente de los profesionales y cuidadores»41, corres-
pondiendo a «los poderes públicos» determinar «las cualificaciones profesionales idó-
neas para el ejercicio de las funciones»42; 2) que «los poderes públicos promoverán los
programas y las acciones formativas que sean necesarias para la implantación de los
servicios que establece la Ley»43; y 3) que «con el objetivo de garantizar la calidad del
Sistema, se fomentará la colaboración entre las distintas Administraciones Públicas
competentes en materia educativa, sanitaria, laboral y de asuntos sociales, así como de
éstas con las universidades, sociedades científicas y organizaciones profesionales y sin-
dicales, patronales y del tercer sector»44.

IV. MERCADO DE TRABAJO Y PROTECCIÓN SOCIAL EN LA
LEY ORGÁNICA 3/2007, PARA LA IGUALDAD EFECTIVA DE
MUJERES Y HOMBRES

10. Siempre dentro del bienio relevante a nuestros efectos, la Ley Orgánica
3/2007, de 22 marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres —prácticamente
coetánea, por tanto, de la citada Recomendación del Consejo de 27 marzo 2007, que
registra en nuestro país la existencia de «avances satisfactorios por lo que respecta... en
especial al empleo femenino»45—, acaba de producir un verdadero terremoto legislati-
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vo en España. Formalmente hablando, su promulgación se liga a muy diversos com-
promisos internacionales asumidos por nosotros, los españoles, y especialmente los
derivados de nuestra pertenencia a la Unión Europea, afirmando al respecto su exposi-
ción de motivos, de un lado, que «desde la entrada en vigor del Tratado de Ámsterdam,
el 1 de mayo de 1999, la igualdad entre hombres y mujeres y la eliminación de las desi-
gualdades entre unas y otros son un objetivo que debe integrarse en todas las políticas
y acciones de la Unión y de sus miembros»46; y además, de otro lado, que «esta Ley
incorpora al ordenamiento español dos directivas en materia de igualdad de trato, la
2002/73/CE, de reforma de la Directiva 76/207/CEE, relativa a la aplicación del princi-
pio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en lo que se refiere al acceso al
empleo, a la formación y a la promoción profesionales, y a las condiciones de trabajo;
y la Directiva 2004/113/CE, sobre aplicación del principio de igualdad de trato entre
hombres y mujeres en el acceso a bienes y servicios y su suministro»47. Se trata de una
verdadera Ley transversal u horizontal —su exposición de motivos afirma, incluso, que
«nace con la vocación de erigirse en la ley-código [sic] de la igualdad entre mujeres y
hombres»48—, aplicable «en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en
las esferas política, civil, laboral, económica, social y cultural para, en el desarrollo de
los artículos 9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar una sociedad más democrática, más
justa y más solidaria»49.

11. El impacto de esta Ley Orgánica sobre el «mercado de trabajo» español —
querido por ella de propósito, como uno de sus objetivos primordiales— resulta evi-
dente. Lo acredita —terminológicamente incluso— su propio articulado, al indicar que
«las políticas de empleo tendrán como uno de sus objetivos prioritarios aumentar la par-
ticipación de las mujeres en el mercado de trabajo y avanzar en la igualdad efectiva
entre mujeres y hombres»50, teniendo en cuenta que «para ello, se mejorará la emplea-
bilidad y la permanencia en el empleo de las mujeres, potenciando su nivel formativo y
su adaptabilidad a los requerimientos del mercado de trabajo»51. En este sentido, nove-
dad absoluta suya bien importante es la regulación que efectúa de los denominados
«planes de igualdad» de las empresas52 —«objeto de negociación [colectiva] en la forma
que se determine en la legislación laboral»53, y para regular, «entre otras, las materias
de acceso al empleo, clasificación profesional, promoción y formación, retribuciones,
ordenación del tiempo de trabajo para favorecer, en términos de igualdad entre mujeres
y hombres, la conciliación laboral, personal y familiar, y prevención del acoso sexual y
del acoso por razón de sexo»54—, sobre la base de que la negociación colectiva sobre
estos planes resulta preceptiva «en el caso de las empresas de más de doscientos cin-
cuenta trabajadores»55 y, por tanto, de que «la elaboración e implantación de planes de
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46 Apartado I, párrafo 3º, inciso 2º.
47 Apartado I, párrafo 4º, inciso segundo.
48 Apartado III, párrafo 3º, inciso tercero. Sobre la frustración de la verdadera codificación laboral

moderna en España, véase J. MARTÍNEZ GIRÓN y A. ARUFE VARELA, Fundamentos de Derecho comu-
nitario y comparado, europeo y norteamericano, del Trabajo y de la Seguridad Social, cit., págs. 14-15.

49 Artículo 1.1, inciso segundo.
50 Artículo 42.1, inciso primero.
51 Ibidem, inciso segundo.
52 Regulados en el Capítulo III (rotulado «Los planes de igualdad de las empresas y otras medidas de

promoción de la igualdad») de su Título IV (rotulado «El derecho al trabajo en igualdad de oportunidades»),
artículos 45 a 49.

53 Cfr. artículo 45.2.
54 Artículo 46.2.
55 Cfr. artículo 45.2.
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igualdad será voluntaria para las demás empresas, previa consulta a la representación
legal de los trabajadores y trabajadoras»56.

12. Aunque con carácter más reflejo que primordial, resulta lógico que el cúmu-
lo de modificaciones operadas por esta Ley Orgánica en nuestra legislación laboral tam-
bién trascienda al campo específico de la «protección social», reconociéndolo la expo-
sición de motivos de la misma, al indicar que «las modificaciones en materia laboral
comportan la introducción de algunas novedades en el ámbito de Seguridad Social,
recogidas en las Disposiciones adicionales de la Ley»57. Paradójicamente, la de mayor
impacto formal en nuestro ordenamiento de Seguridad Social —por causa de las múlti-
ples modificaciones que ha exigido operar en el articulado de la Ley General de la
Seguridad Social— no se refiere a las mujeres, sino a los hombres, y consiste en la cre-
ación de un nuevo «subsidio de paternidad» —a abonar por el Instituto Nacional de la
Seguridad Social— como derecho exclusivo del padre por nacimiento de hijo, mientras
el contrato de trabajo se encuentra suspendido, durante un período de «trece días inin-
terrumpidos»58, aunque se prevé que «el Gobierno ampliará de forma progresiva y gra-
dual, la duración de la suspensión del contrato de trabajo por paternidad..., hasta alcan-
zar el objetivo de 4 semanas de este permiso de paternidad a los 6 años de la entrada en
vigor de la presente Ley»59.

V. MERCADO DE TRABAJO Y PROTECCIÓN SOCIAL EN LA
LEY 20/2007, DEL ESTATUTO DEL TRABAJADOR AUTÓNOMO

13. A diferencia de las tres Leyes de que acabo de hacer mención, la Ley
20/2007, de 11 julio, del Estatuto del Trabajador Autónomo —fuera ya, por tanto, del
ámbito cronológicamente cubierto por la citada Recomendación del Consejo de 27
marzo 2007—, pretende incidir simultáneamente con la misma intensidad, tanto sobre
el «mercado de trabajo» en el que actúan los autónomos españoles como sobre su «pro-
tección social». Acerca de su pretensión de constituir una regulación total y omnicom-
prensiva del trabajo autónomo, baste indicar que el larguísimo y doctrinario «preámbu-
lo» de esta Ley (clamorosamente precisado de algún pulido formal)60 afirma, con exa-
gerada autocomplacencia, que la misma —refiriéndose a lo que denomina «el derecho
comparado de los países de nuestro entorno»— es el «primer ejemplo de regulación sis-
temática y unitaria del trabajo autónomo en la Unión Europea, lo que sin duda consti-
tuye un hito en nuestro ordenamiento jurídico»61. Ahora bien, a pesar de todas sus pre-
tensiones, parece claro que el impacto provocado por su promulgación va a resultar
mucho más intenso sobre el «mercado de trabajo» que sobre la «protección social» de
que actualmente gozan en España los trabajadores autónomos.

56 Artículo 45.5.
57 Apartado IV, párrafo 14º, inciso primero.
58 El subsidio en cuestión aparece ahora regulado en el nuevo Capítulo IV.Ter del Título II de la Ley

General de la Seguridad Social, artículos 133.octies a 133.decies (introducido en ella por la Disposición adi-
cional decimoctava, apartado 7, de esta Ley Orgánica), aunque la comprensión cabal del tema exige tener
en cuenta lo dispuesto en el nuevo artículo 48.bis del Estatuto de los Trabajadores (introducido, a su vez, por
la Disposición adicional undécima, apartado 11, de la propia Ley Orgánica). 

59 Disposición transitoria novena.
60 El párrafo 6º de su apartado I se refiere todavía, por ejemplo, al «presente Proyecto de Ley».
61 Ibidem.
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14. En efecto, resulta revolucionaria —desde la perspectiva del «mercado de tra-
bajo» español— la laboralización que efectúa del que denomina «trabajador autónomo
económicamente dependiente», entendiéndose por tal el que perciba de único «cliente»,
por lo menos, «el 75 por ciento de sus ingresos por rendimientos de trabajo y de activi-
dades económicas o profesionales»62, siempre y cuando —entre otros varios requisitos de
más dificultosa objetivación— cumpla también el requisito crucial de «no tener a su cargo
trabajadores por cuenta ajena ni contratar o subcontratar parte o toda la actividad con ter-
ceros»63. En el plano sustantivo, la revolución la refleja el hecho de que las condiciones
de prestación de su trabajo puedan regirse por sus propios convenios colectivos específi-
cos —que la Ley 20/2007 denomina «acuerdos de interés profesional»—, a estipularse
«entre las asociaciones o sindicatos que representen a los trabajadores autónomos econó-
micamente dependientes y las empresas para las que ejecuten su actividad»64, teniendo en
cuenta —al modo de los convenios colectivos de eficacia limitada65— que «la eficacia
personal de dichos acuerdos se limitará a las partes firmantes y, en su caso, a los afiliados
a las asociaciones de autónomos o sindicatos firmantes que hayan prestado expresamen-
te su consentimiento para ello»66. Y en el plano procesal, resulta igualmente revoluciona-
rio el que la Ley de Procedimiento Laboral —expresamente enmendada por la propia Ley
20/2007— pase ahora a afirmar que los tribunales laborales serán competentes para cono-
cer de los pleitos que se promuevan «en relación con el régimen profesional, tanto en su
vertiente individual como colectiva, de los trabajadores autónomos económicamente
dependientes a los que se refiere la Ley del Estatuto del Trabajador Autónomo»67.

15. En cambio, en materia de «protección social» lo verdaderamente revolucio-
nario sólo tiene un carácter meramente programático68. Tal es el caso, por ejemplo, de
la prestación que resultaría equivalente de la prestación por desempleo de que tradicio-
nalmente pueden llegar a beneficiarse los trabajadores por cuenta ajena —que esta Ley
20/2007 denomina «prestación por cese de actividad»—, respecto de la que meramen-
te se afirma por ella que «el Gobierno, siempre que estén garantizados los principios de
contributividad, solidaridad y sostenibilidad financiera y ello responda a las necesida-
des y preferencias de los trabajadores autónomos, propondrá a las Cortes Generales la
regulación de un sistema específico de protección por cese de actividad para los mis-
mos, en función de sus características personales o de la naturaleza de la actividad ejer-
cida»69. De ahí, a pesar de la existencia de todo un Título en esta Ley supuestamente
destinado a regular la «protección social del trabajador autónomo»70, que todavía per-
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62 Cfr. artículo 11.1.
63 Artículo 11.2.a).
64 Cfr. artículo 13.1.
65 Sobre el tema en España, véase J. MARTÍNEZ GIRÓN, A. ARUFE VARELA y X.M. CARRIL

VÁZQUEZ, Derecho del Trabajo, 2ª ed., cit., págs. 439 ss. 
66 Artículo 13.4, inciso segundo.
67 Artículo 2.p), en la redacción que le dio la disposición adicional primera de la Ley 20/2007. Lo

imponía el artículo 17 de esta última, al afirmar que «los órganos jurisdiccionales del orden social serán los
competentes para conocer las pretensiones derivadas del contrato celebrado entre un trabajador autónomo
económicamente dependiente y su cliente» (apartado 1); y además, que «los órganos jurisdiccionales del
orden social serán también los competentes para conocer de todas las cuestiones derivadas de la aplicación
e interpretación de los acuerdos de interés profesional, sin perjuicio de lo dispuesto en la legislación de
defensa de la competencia» (apartado 2). 

68 No nos parece que quepa calificar de «revolucionaria» la regulación que esta Ley 20/2007 efectúa
de la «cobertura de la incapacidad temporal y de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales»,
en su artículo 26.3.

69 Disposición adicional cuarta, párrafo primero.
70 Se trata de su Título IV, artículos 23 a 26.
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manezca en vigor la normativa tradicionalmente reguladora en España del Régimen
Especial de Seguridad Social de los trabajadores autónomos de la industria, el comer-
cio y los servicios71, afirmando cautamente al respecto la propia Ley 20/2007 que «en
el plazo de un año, el Gobierno presentará un estudio sobre la actualización de la nor-
mativa que regula el Régimen Especial de los Trabajadores Autónomos establecida
esencialmente en el Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, parcialmente derogado, a las
necesidades y exigencias actuales del colectivo de los trabajadores autónomos»72,
teniendo en cuenta que «este estudio preverá las medidas necesarias para fijar la con-
vergencia en las aportaciones y derechos de los trabajadores autónomos, en relación a
los establecidos por los trabajadores por cuenta ajena incluidos en el Régimen General
de la Seguridad Social»73. 
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71 Sobre esta normativa, véase J. MARTÍNEZ GIRÓN, A. ARUFE VARELA y X.M. CARRIL
VÁZQUEZ, Derecho de la Seguridad Social, cit., págs. 154 ss.

72 Disposición adicional decimoquinta, inciso primero.
73 Ibidem, inciso segundo.
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